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Desestimación del recurso 

STS, Sala de lo Contencioso, núm. 1470/2017, de 29 de septiembre, recurso: 4885/2016. 
Ponente: Excmo. Sr. Octavio Juan Herrero Pina. Presidente: Excmo. Sr. Francisco Marín 
Castán. 

El fundamento y finalidad de la responsabilidad patrimonial – 
Inconstitucionalidad sobrevenida de las normas de incautación por incurrir en 
discriminación – Requisitos para dar lugar a la responsabilidad patrimonial del 
Estado –  La desestimación del recurso (sinopsis de Fernando Zunzunegui e 
Ignacio Martín). 

El fundamento y finalidad de la responsabilidad patrimonial: “(…) En este caso, la 
parte recurrente deja claro, desde la reclamación inicial que reproduce en la demanda, que se 
invoca el derecho a ser indemnizado en concepto de responsabilidad patrimonial de la 
Administración y más concretamente del Estado legislador. El fundamento y finalidad de esta 
institución de la responsabilidad patrimonial consiste y se dirige a garantizar la indemnidad 
patrimonial, mediante la reparación de las lesiones producidas a los particulares en sus bienes 
y derechos por la actividad de la Administración, que, en el ejercicio de sus competencias y 
dirigida a la consecución de los objetivos que en cada caso le son propios, afecta además de 
manera concurrente, específica y negativa a los derechos e intereses patrimoniales del 
particular, causándole una lesión que no tiene el deber de soportar. Se trata de un derecho de 
configuración legal -en los términos establecidos por la ley, dice el art. 106.2 de la Constitución 
- en cuanto su existencia, alcance y contenido viene determinado en cada momento por el 
legislador, que establece los hechos determinantes, las consecuencias jurídicas y las 
condiciones y requisitos de ejercicio de la acción correspondiente (…)”. 

Inconstitucionalidad sobrevenida de las normas de incautación por incurrir en 
discriminación: “(…) Se plantea, en primer lugar por la parte, la inconstitucionalidad 
sobrevenida de las normas de incautación por incurrir en discriminación constitucionalmente 
proscrita, con el efecto de derogación tácita por la entrada en vigor de la Constitución como 
normas incompatibles, según estableció el Tribunal Constitucional en sentencia 4/1981, de 4 
de febrero , siendo un supuesto claro de inconstitucionalidad sobrevenida, dada la 
incompatibilidad radical de las medidas y normas de incautación del dinero republicano 
posterior al 18 de julio de 1936 con las exigencias del art. 14 de la Constitución , por lo que este 
Tribunal puede declarar directamente la misma sin suscitar cuestión de inconstitucionalidad, 
señalando en otra parte de la demanda, que el Tribunal ha de efectuar un contraste de 
constitucionalidad de las normas de incautación y las incautaciones concretas llevadas a cabo, 
pues el reconocimiento de las pretensiones de los recurrentes pasa por determinar cómo 
presupuesto de su procedencia la inconstitucionalidad de esas normas de incautación y es en 
esta sede judicial y no antes donde se puede declarar dicha inconstitucionalidad. Tal 
planteamiento no puede acogerse pues, con ello, la parte no tiene en cuenta que el control de 
la constitucionalidad de las leyes, inicial o sobrevenida, se proyecta sobre aquellas que se 
encuentran en vigor con la finalidad de impedir su aplicación, como se deduce de los arts. 161, 
163 y 164 de la propia Constitución, precisando el 163 que el planteamiento de cuestión de 
inconstitucionalidad se refiere a una norma con rango de ley, aplicable al caso, y el art. 164.2 
que, salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no 
afectada con la inconstitucionalidad. Resulta improcedente, por lo tanto, la pretensión de un 
pronunciamiento de este Tribunal sobre la inconstitucionalidad sobrevenida de una norma 
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como la aquí cuestionada que agotó sus efectos muchos años antes de la entrada en vigor de la 
Constitución, cuando menos con la Ley de 13 de marzo de 1942, que determinó la baja en el 
balance del Banco del Banco de España de la cuenta creada sobre el "Fondo de papel moneda 
puesto en circulación por el enemigo", prevista en el Decreto de 27 de agosto de 1938, con la 
correspondiente destrucción de los efectos en la forma establecida. A la misma conclusión se 
llega desde el examen de la sentencia del Tribunal Constitucional 4/1981, de 2 de febrero, 
invocada por la parte, en la que se señala que «la peculiaridad de las leyes preconstitucionales 
consiste, por lo que ahora interesa, en que la Constitución es una Ley superior -criterio 
jerárquico- y posterior -criterio temporal-. Y la coincidencia de este doble criterio da lugar -de 
una parte- a la inconstitucionalidad sobrevenida, y consiguiente invalidez, de las que se 
opongan a la Constitución, y -de otra- a su pérdida de vigencia a partir de la misma para regular 
situaciones futuras, es decir, a su derogación,» con lo que vuelve a poner de manifiesto que la 
inconstitucionalidad sobrevenida determina la pérdida de vigencia de la norma a partir de la 
misma, es decir, el examen de inconstitucionalidad se proyecta sobre normas hasta entonces 
vigentes. Añade el Tribunal Constitucional en dicha sentencia que, «el enjuiciamiento de la 
conformidad de las Leyes con la Constitución es, por el contrario, una competencia propia del 
mismo que, sólo excepcionalmente, en cuanto a las anteriores a la Constitución, corresponde 
también a los Jueces y Tribunales integrados en el Poder Judicial; los cuales, al inaplicar tales 
leyes, no enjuician realmente la actuación del legislador -al que no le era exigible en aquel 
momento que se ajustase a una Constitución entonces inexistente-, sino que aplican la 
Constitución, que ha derogado las leyes anteriores que se opongan a lo establecido en la misma 
y que -por ello son- inconstitucionales. En definitiva, no corresponde al Poder Judicial el 
enjuiciar al Poder legislativo en el ejercicio de su función peculiar, pues tal enjuiciamiento está 
atribuido al Tribunal Constitucional.» Cabe añadir a ello que el examen de constitucionalidad 
de una norma preconstitucional que ha agotado sus efectos y ya no está en vigor, supondría 
una revisión del ordenamiento jurídico anterior sobre unos parámetros que por razones 
temporales no le eran exigibles, como señala el Tribunal Constitucional en la cita que acabamos 
de hacer, y llevada a cabo por un Tribunal al que, como también se dice en esa cita, no le 
corresponde llevar a cabo tal enjuiciamiento.  (…)”. 

Requisitos para dar lugar a la responsabilidad patrimonial del Estado: “(…) tales 
requisitos son los que determina de manera específica y directa el art. 139.3 de la Ley 30/92 
para este supuesto de responsabilidad patrimonial y aquellos otros que se establecen para la 
responsabilidad patrimonial en general. Entre estos requisitos se establece la necesidad de que 
la acción se ejercite en el plazo de un año de producido el hecho o el acto que motivó la 
indemnización o de manifestarse su efecto lesivo (art. 142.5 LRJPAC), cuya concurrencia debe 
examinarse con carácter previo, no solo porque la extemporaneidad de la reclamación hace 
inviable la misma sin necesidad de examinar los demás, sino porque esta es la causa que 
determina la desestimación de la reclamación por el Consejo de Ministros en el acuerdo 
impugnado. (…) el debate se suscita al cuestionar la parte el criterio del acuerdo del Consejo 
de Ministros en el sentido de que la acción debió ejercitarse en el plazo de un año desde la 
entrada en vigor de la Constitución, y ello porque entienden los recurrentes que así resulta de 
la aplicación natural de la imprescriptibilidad de la nulidad de pleno derecho que la origina, 
añadiendo que de acuerdo con su pretensión de declaración por este Tribunal de nulidad por 
inconstitucionalidad sobrevenida, como quiera que todavía no se ha determinado si existe tal 
antijuridicidad, la acción de responsabilidad patrimonial del Estado legislador no puede nunca 
considerarse prescrita por el hecho de que haya transcurrido más de un año desde la entrada 
en vigor de la Constitución (…) Tal planteamiento queda desvirtuado por cuanto se ha 
razonado antes sobre la improcedencia de efectuar la declaración de inconstitucionalidad 
sobrevenida y nulidad en los términos solicitados por la parte, a los que la misma anuda 
expresamente en la demanda (fundamento de derecho sustantivo quinto, II,6) el 
reconocimiento de sus pretensiones (…)”. 

La desestimación del recurso: “(…) Todo ello conduce a la desestimación del recurso, si 
bien cabe añadir dos apreciaciones: la primera, la interpretación más favorable a los 
interesados que se efectúa en el acuerdo impugnado y que como tal debe mantenerse, parte de 
la existencia del título jurídico invocado, aplicando el criterio establecido en las sentencias de 
la Sala Primera de este Tribunal de 16 de noviembre de 1994 y 23 de octubre de 2010 , en el 
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sentido de que la correspondiente acción no estaba prescrita sino que no pudo ejercitarse bajo 
el régimen anterior, por lo que el plazo ha de contarse desde que pudo ejercitarse con la entrada 
en vigor de la Constitución, situación que era predicable sin duda en los casos contemplados 
en dichas sentencias, al tratarse de una acción reivindicatoria y otra de recuperación de 
depósito necesario, pero que difícilmente puede sostenerse, por lo ya indicado acerca del 
momento de la incorporación a nuestro ordenamiento jurídico, respecto de la acción de 
responsabilidad patrimonial del Estado legislador. Y en segundo lugar, que la invocación de 
distintas leyes dictadas a partir del año 1986, en virtud de las cuales se ha procedido a efectuar 
devoluciones de carácter económico a favor de determinadas personas físicas o jurídicas 
privadas de sus bienes con ocasión de la Guerra Civil o de la dictadura posterior, son 
manifestaciones de la potestad legislativa que, al margen del régimen general de garantía de 
indemnidad patrimonial del administrado por la actuación de la Administración o el 
Legislador, valora la procedencia de reparación en situaciones concretas atendiendo a las 
circunstancias concurrentes, y como ya señaló la sentencia de esta Sala de 5 de abril de 2006 
(rec 6432/2003 ), citada por las partes, «no existiendo una obligación jurídica propiamente 
hablando, ni tratándose de una exigencia derivada inmediatamente de la Constitución, la 
configuración normativa del proceso reparador tendrá el alcance que el Legislador considere 
oportuno darle en cada momento, sin que, insistimos, el hecho de que lo restrinja a favor de 
un determinado tipo de asociaciones políticas caracterizadas por su relevancia pública y 
descritas en términos generales, consideremos que sea objetable desde la perspectiva del 
principio constitucional de igualdad.» (…)”. 

Texto completo de la sentencia 

*** 
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